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Introducción

En la presente investigación deseamos analizar el artículo 56º del Código Tributario peruano en cuanto a los su-

puestos de aplicación de las medidas cautelares previas por parte de la Administración Tributaria que se suscitan 

en los siguientes casos: a) “el comportamiento del deudor tributario lo amerite”, o b) “existan razones para presumir 

que la cobranza podría resultar infructuosa” (este supuesto es una tergiversada copia de la legislación española que 

ha servido para amparar excesos en su aplicación). Asimismo, revisaremos si las medidas cautelares están rodea-

das de los requisitos exigibles para adoptar una medida cautelar previa.

En esta investigación hemos revisado las resoluciones del Tribunal Fiscal emitidas sobre los puntos anteriores, 

lo que nos ha llevado a que presentemos una diferente interpretación a los fijados por esta entidad y la SUNAT 

respecto a los supuestos para la adopción de las medidas cautelares previas; y destaquemos como un requisito 

adicional para su adopción “la adecuación o proporcionalidad”, pues encontramos en sus aplicaciones excesos de 

la Administración Tributaria.

Posiblemente nuestras ideas no sean compartidas por todos pero puede suceder lo contrario.

Las medidas cautelares en materia tributaria: lí-
mites y excesos
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1 CALAMANDREI, Piero. Introducción al estudio sistemático de las providencias cautelares. Ed. Bibliografía Argentina: Buenos Aires, 1945. Pag. 31 y 36.
2 Idem.

Según Calamandrei, la denominación más adecuada es la de providencia cautelar porque “se distingue por sus 

propios caracteres de las otras providencias jurisdiccionales”1 (…)“un carácter distintivo es su provisoriedad, o sea 

la limitación de la duración de los efectos(…)”2.

Monroy la define como “un instituto procesal a través del cual el órgano jurisdiccional, a petición de parte, adelanta 

I. Medidas Cautelares

“(…) la Administración Tributaria no solo debe acreditar algu-
no de los comportamientos previstos en el artículo 56 del Códi-
go Tributario especificando y detallando las circunstancias o 
hechos que demuestren la existencia de algunas de los compor-
tamientos previstos en la norma (…), sino también debe demos-
trar la indispensable o inevitable necesidad de su adopción.”
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3 MONROY Galvez, Juan. Temas de Proceso Civil. Ed. Studium, Lima, 1987, pag.42. Citado por HUAMANI, Rosendo. Código Tributario comentado. 3era edición, 2003, Gaceta Jurídica, pag. 

309.  
4 PALACIOS, Enrique. “Reflexiones sobre la caducidad de las medidas cautelares”. En: Revista Ius et Veritas. Año XIV,  Nro. 29, PUCP: Lima,  2004. Pag. 27.
5 INDACOCHEA PREVOST, Úrsula. “La medida cautelar como juicio ponderativo”. En: Revista Jurídica del Perú. Tomo 81, noviembre 2007, Lima, pag. 209. 
6 PRIORI, Giovanni. “El derecho fundamental a la tutela cautelar: fundamentos, contenido y límites”. En: Revista Ius et veritas. Nro. 30, Año XV Nro. 30, 2005, pag. 175. 
7 Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 146
8 DANOS Ordonez, Jorge y ZEGARRA Valdivia. Diego. El Procedimiento de Ejecución Coactiva. Ed. Gaceta Jurídica: Lima, 1999, pag. 170.
9 Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 146
10 Título Preliminar del Código Tributario. Norma IV: “En los casos en que la Administración Tributaria se encuentra facultada para actuar discrecionalmente optará por la decisión admi-

nistrativa que considere más conveniente para el interés público, dentro  del marco que establece la ley”.
11 “En esencia, la potestad para ejecutar sus propias resoluciones constituye una de las expresiones más nítidas de la autotutela administrativa con que el ordenamiento legal provee a la 

Administración Pública para la preservación del orden público y alcanzar la satisfacción de los intereses generales. Ni el recurso administrativo o la demanda judicial afectan esta calidad 

de la autoridad administrativa”. MORÓN Urbina, Juan Carlos. Nueva Ley del Procedimiento Administrativo general. Editorial Gaceta Jurídica. Lima, Agosto 2002. Página, 404. 
12 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Expediente Nro. 0015-2005-AI/TC, fundamento 46. “la facultad de autotutela de la Administración Pública de ejecutar sus propias resoluciones – como 

sucede en el caso del procedimiento de ejecución coactiva – se sustenta en los principios de presunción de legitimidad y de ejecución de las decisiones administrativas, lo que también 

implica la tutela de los derechos fundamentales de los administrados que puedan verse amenazados o vulnerados por la actividad de la Administración, como son los derechos al debido 

procedimiento y a la tutela judicial efectiva”.
13 Ley del Procedimiento Administrativo General - Ley Nº 27444. Artículo 192. “Los actos administrativos tendrán carácter ejecutorio, salvo disposición legal expresa en contrario, mandato 

judicial o que estén sujetos a condición o plazo conforme a ley”.
14 Ley del Procedimiento Administrativo General - Ley Nº 27444. Artículo 1, numeral 1.1). “Son actos administrativos las declaraciones de las entidades que en el marco de las normas de 

derecho público, están destinados a producir efectos jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de los administrados dentro de una situación concreta”.     
15 GARRIDO Falla, F.: “Artículo 103”, en VV.AA.: Comentarios a la Constitución, Cívitas, Madrid, 1985, p. 1427.  Citado por: LUQUE MATEO, Miguel Ángel. “Las medidas cautelares en el pro-

cedimiento de inspección”.  Trabajo realizado en el marco del Proyecto I+D del Ministerio de Ciencia e Innovación (SEJ2007-67844) “Medidas y procedimientos jurídicos de control y sanción 

del fraude fiscal” (Dr. Juan José Hinojosa Torralvo, investigador principal).  2007, pag. 2.

ciertos efectos o todos de un fallo definitivo o el asegu-

ramiento de una prueba, al admitir la existencia de una 

apariencia de derecho y el peligro que puede significar 

la demora producida por la espera del fallo definitivo o 

la actuación de una prueba”3. Así, la medida cautelar se 

dicta y se justifica en tanto el proceso está pendiente; 

en tanto exista incertidumbre acerca del derecho que 

se discute, con la finalidad de garantizar la eficacia de 

la futura declaración de certeza4.  

Por ello, Indacochea5 señala que “la adopción de me-

didas cautelares en cualquier tipo de proceso o proce-

dimiento es reconocido con la finalidad de garantizar 

la eficacia de la sentencia de fondo”, pues como indica 

Priori6 por “el tiempo que toma el proceso no termine 

por perjudicar al titular de la situación jurídica de ven-

taja que se ve en la necesidad de acudir al proceso para 

protegerla”.

En materia administrativa, sin embargo, las medidas 

cautelares tienen un tratamiento diferente: en esta son 

una potestad o privilegio de la Administración cuya 

adopción debe ser motivada y sustentada con elemen-

tos de juicio7, con el fin de asegurar la pronta y eficaz 

satisfacción del interés general representado por la Ad-

ministración8, ante la posibilidad de que sin su adop-

ción se arriesgue la eficacia de la resolución a emitir9.

En el Derecho Tributario, las medidas cautelares pre-

vias son prerrogativas excepcionales de las que goza la 

Administración en la relación tributaria, que buscan 

asegurar su derecho de crédito, aún no exigible coac-

tivamente, ante el peligro de que su cobranza devenga 

en inútil por comportamientos o razones atribuibles al 

deudor tributario.

En el ámbito tributario las medidas cautelares encuen-

tran un tratamiento diferente por los propios procedi-

mientos tributarios; consecuencia directamente deri-

vada del privilegio de autotutela de sus propios actos 

que tiene la Administración y de las extraordinarias  

facultades discrecionales10 con las que cuenta la  Ad-

ministración Tributaria  en su relación con los contri-

buyentes.

El privilegio de la autoridad fiscal de adoptar las medi-

das cautelares previas deriva  de la autotutela ejecutiva 

de sus propios actos11, la cual se sustenta en los princi-

pios de presunción de legitimidad y de ejecución de las 

decisiones administrativas1213 al que está sometida la 

Administración. Ello alcanza a todos los actos adminis-

trativos14 a fin de que produzcan efectos jurídicos sobre 

los administrados, sean actos administrativos definiti-

vos o actos administrativos previos que cuantifiquen 

inminentes actos administrativos definitivos a dictar-

se, pues “de nada serviría poner todo el celo posible en 

conseguir la eficacia recaudatoria, si cuando se dicta el 

acto que se pretende ejecutar, el deudor se ha colocado 

en una situación de insolvencia voluntaria y ya no exis-

ten bienes con los que cobrar”15.

La autotutela ejecutiva no solo implica la facultad de la 

Administración para el uso directo de su propia coac-

II. Fundamento de las medidas cautelares pre-
vias del artículo 56º  del  código tributario



146

ción sin necesidad de recabar el apoyo de la fuerza ju-

dicialmente administrada16; sino también en permitir 

que la Administración Tributaria pueda adoptar discre-

cionalmente medidas cautelares previas que aseguren 

el cobro de la deuda tributaria para evitar que aquéllos 

puedan ser ignorados, perjudicados o burlados antes 

que sean exigibles coactivamente, o antes que el valor 

que las sustenta se haya emitido.

Sin embargo, este privilegio de autotutela no equivale 

a arbitrariedad, pues no exime a la Administración de 

fundamentar sus decisiones para adoptar una medida 

cautelar17.

La RTF Nro. 593-2-1998 señala lo siguiente: “la medida 

cautelar tiene carácter excepcional, es decir, que su 

procedencia está condicionada a que se presente al-

guna de las situaciones previstas en el artículo 56 del 

Código Tributario siendo que la Administración debe 

sustentar la medida adoptada, señalando en forma espe-

cífica las circunstancias o hechos que muestran la exis-

tencia de alguna de ellas; (…)”.

Como dice Chau “(...) dentro de la ejecución forzada la 

Administración podrá, una vez que exista una deuda 

ejecutable por la vía coactiva, trabar diversas medi-

das cautelares con las que se obtendrá el recupero de 

la suma adeudada; pero hay que reconocer que como 

instrumento de la Administración, para lograr el recu-

pero del adeudo, en muchos casos se le otorga también 

la facultad para trabar medidas cautelares previas aun 

cuando no exista deuda exigible coactivamente, inclu-

so cuando no haya valor emitido, llámese resolución de 

determinación, resolución de multa u orden de pago”18.

La naturaleza de las medidas cautelares previas en el 

Derecho Tributario son de uso excepcional, condiciona-

das a que se produzca comportamientos del deudor tri-

butario u ocurran razones que permitan presumir que 

la cobranza podría devenir en infructuosa haciendo  de 

indispensable necesidad su adopción para neutralizar 

el peligro del incobrabilidad de una deuda tributaria no 

exigible coactivamente.

Corcuera ha definido las medidas cautelares previas 

como “actos discrecionales declarativos de voluntad 

acordados por el órgano competente en base a un pro-

cedimiento establecido, de carácter provisional, y que 

tienen por finalidad asegurar el cobro de la deuda tri-

butaria frente a los riesgos que implica la realización 

de actuaciones del deudor en perjuicio del crédito de la 

Hacienda Pública”19.

De acuerdo a los artículos 56º20  y 58º21  del  Código Tri-

En consecuencia, en  materia tributaria, las medidas 

cautelares previas son un  privilegio de la Administra-

ción que, si bien se derivan de la autotutela ejecutiva 

de sus propios actos sustentados en los principios de 

presunción de legitimidad y de ejecución de las deci-

siones administrativas, estas deben ser motivadas y 

justificadas, en tanto su adopción es para asegurar la 

satisfacción de la deuda tributaria cuantificada en un 

acto administrativo definitivo o en un acto adminis-

trativo previo a uno definitivo,  antes que sea exigible 

coactivamente.

III. Las medidas cautelares previas del artículo 56º  
del  Código Tributario según el Tribunal Fiscal

16 GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo y TOMAS Fernandez, Ramón. Curso de Derecho Administrativo. Civitas Ediciones, Madrid, 2001. Tomo I, pág. 512. Citado por: CHAU QUISPE, Lourdes. 

“Apuntes sobre el privilegio del crédito tributario a propósito del segundo párrafo del artículoartículo 6º del Código Tributario”. Ob. Cit. pag. 46.
17 Artículo 146 de la Ley del Procedimiento Administrativo General.
18 CHAU Quispe, Lourdes. “Apuntes sobre el privilegio del crédito tributario a propósito del segundo párrafo del artículo 6º del Código Tributario”.  Revista IPDT Nro. 47, octubre 2008,Ob. 

Cit. pag. 46 y 47.
19 CORCUERA Torres, A.  Las medidas cautelares que aseguran el cobro de la deuda tributaria. Ed. Marcial Pons, Madrid, 1999, p.  49.
20 Artículo 56 sustituido por el Artículo 24 del Decreto Legislativo N° 953 del  05 de febrero de 2004 “Excepcionalmente, cuando por el comportamiento del deudor tributario sea indispensa-

ble o, existan razones que permitan presumir que la cobranza podría devenir en infructuosa, antes de iniciado el Procedimiento de Cobranza Coactiva, la Administración a fin de asegurar el 

pago de la deuda tributaria, y de acuerdo a las normas del presente Código Tributario, podrá trabar medidas cautelares por la suma que baste para satisfacer dicha deuda, inclusive cuando 

ésta no sea exigible coactivamente. Para estos efectos, se entenderá que el deudor tributario tiene un comportamiento que amerita trabar una medida cautelar previa, cuando incurra en 

cualquiera de los siguientes supuestos: (…)”. 
21 Artículo 58   sustituido por el Artículo 26º del Decreto Legislativo N° 953 del  05 de febrero de 2004. “Excepcionalmente, cuando el proceso de fiscalización o verificación amerite la adop-

ción de medidas cautelares, la Administración Tributaria, bajo responsabilidad, trabará las necesarias para garantizar la deuda tributaria, aún cuando no hubiese emitido la Resolución de 

Determinación, Resolución de Multa u Orden de Pago de la deuda tributaria”. Para tales efectos debe presentarse cualquiera de los supuestos establecidos en el primer párrafo del Artículo 

56º. La medida cautelar podrá ser sustituida si el deudor tributario otorga carta fianza bancaria o financiera. Para este efecto, será de aplicación lo dispuesto en el numeral 1 del Artículo 57. 

Adoptada la medida, la Administración Tributaria notificará las Resoluciones u Órdenes de Pago a que se refiere el párrafo anterior, en un plazo de treinta (30) días hábiles, prorrogables 

por quince (15) días hábiles cuando se hubiera realizado la inmovilización o la incautación a que se refieren los numerales 6 y 7 del Artículo 62º. En caso que no se notifique la Resolución 

de Determinación, Resolución de Multa u Orden de Pago de la deuda tributaria dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, caducará la medida cautelar. Si se embargaran bienes 

perecederos que en el plazo de diez días calendario siguientes a la fecha en que se trabaron las medidas cautelares puedan ser objeto de deterioro, descomposición, vencimiento, expiración 

o fenecimiento o bienes perecederos que por factores externos estén en riesgo de perderse, vencer, fenecer o expirar en el plazo señalado en el cuarto párrafo del presente artículo, éstos 

podrán rematarse. Para estos efectos será de aplicación lo señalado en el Artículo 56º.”
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butario, la Administración, excepcionalmente, tiene la 

posibilidad de trabar medidas cautelares siempre que 

el comportamiento del deudor lo amerite; cuando exis-

tan razones para presumir que la cobranza podría re-

sultar infructuosa, o cuando el proceso de fiscalización 

o verificación amerite la adopción de tales medidas22.

La RTF Nro. 223-4-2003 indicó, desde una interpreta-

ción literal del artículo 56º del Código Tributario, que 

la conjunción distintiva “o” establece la existencia de 

dos supuestos distintos e independientes en los cuales 

la Administración Tributaria se encuentra facultada 

a trabar medidas cautelares previas: i) cuando por el 

comportamiento del deudor tributario sea indispensa-

ble, supuesto que se verifica cuando se presenten cual-

quiera de las situaciones reguladas en este artículo; o 

ii) cuando existan razones que permitan presumir que 

la cobranza podría devenir en infructuosa.

El Tribunal Fiscal, en las resoluciones Nos. 2308-1-2004 

y 05427-1-2006, ha reiterado que del análisis del artículo 

56º del Código Tributario, se deduce que las medidas 

cautelares previas tienen carácter excepcional y su ob-

jetivo es asegurar al Fisco el cobro de la deuda antes del 

inicio del procedimiento de cobranza coactiva en los 

casos que el comportamiento del deudor tributario lo 

amerite, supuesto que se verifica cuando se presentan 

cualquiera de las situaciones reguladas en los incisos 

del citado artículo, o “cuando existan indicios” para 

presumir que la cobranza podría devenir en infructuo-

sa, las cuales no necesariamente provienen del compor-

tamiento del deudor tributario.

El Tribunal Fiscal ha ratificado su criterio de conside-

rar como una causal distinta el supuesto “razones que 

permitan presumir que la cobranza podría devenir en 

infructuosa” entendiéndola como independiente del 

comportamiento del contribuyente tal como lo registra 

la RTF Nro. 909-1-2004 y 2308-1-2004: “toda vez que las 

razones que permiten presumir que la cobranza po-

dría ser infructuosa no necesariamente provienen del 

comportamiento del deudor tributario, sino que al ser 

ajenas al mismo, ponen en peligro el de la deuda tribu-

taria”.

Luego, la RTF Nro. 344-4-97 distinguió tres supuestos 

para la adopción de las medidas cautelares previas 

cuando “el comportamiento del deudor tributario lo 

amerite, o cuando existan razones para presumir que la 

cobranza podría resultar infructuosa, o cuando el pro-

ceso de fiscalización o verificación amerite la adopción 

de tales medidas”.

Adicionalmente, el Tribunal Fiscal ha testimoniado que 

incluso cuando hay recurso impugnatorio contra el 

acto administrativo cabe la adopción de medidas cau-

telares previas: “el artículo 56º permite trabar medidas 

cautelares previas en cualquier momento antes de que 

la deuda sea exigible coactivamente, inclusive durante 

la etapa de reclamación”23, pues explica que si se per-

mite trabar las citadas medidas cautelares antes de la 

emisión de valores conforme al artículo 58º del Código 

Tributario, no sería coherente no permitirla una vez 

emitidos en la etapa de reclamación durante la cual se 

podría determinar causales para su adopción.

Es decir, pueden haber casos que facultan a la SUNAT a 

adoptar una medida cautelar preventiva a pesar de que 

la deuda aún esté en litigio.

Como se observa, vía interpretación de los artículos 

56º y 58º del Código Tributario, el Tribunal Fiscal ha 

establecido que es posible la aplicación de las medidas 

cautelares previas: a) cuando el comportamiento del 

deudor lo amerite; b) cuando existan razones para pre-

sumir que la cobranza podría resultar infructuosa, no 

necesariamente relacionados al comportamiento del 

deudor tributario; c) cuando el proceso de fiscalización 

o verificación amerite la adopción de tales medidas; o 

d) cuando en el  proceso contencioso administrativo sea 

necesario aplicarla.

22 RTF Nro. 344-4-1997.
23 RTF Nro. 863-4-1999, 2097-2-2007.

IV. Análisis legislativo del artículo 56º del Código 
Tributario

El legislador ha posibilitado a la autoridad tributaria 

ordenar medidas cautelares previas antes de la exigi-

bilidad coactiva de la deuda tributaria con la finalidad 

de neutralizar el peligro que la deuda no se recupere. 

Para tal fin, legislativamente, se ha ido ampliando esta 

facultad excepcional. 

El texto del artículo 56º del Código Tributario previsto 
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desde el Decreto Ley Nº 25859 hasta el Decreto Legisla-

tivo Nº 77324 mantenía un enunciado lacónico cuyo pro-

pósito era asegurar el pago de la deuda tributaria hasta 

el límite que la satisfaga mediante embargo preventivo, 

“la Administración, a fin de asegurar el pago de la deu-

da tributaria, podrá trabar embargo preventivo por la 

suma que baste para satisfacer la deuda”.

Luego, el Decreto Legislativo Nº 816 del 21 de abril de 

1996 aprueba un nuevo texto del artículo 56º más proli-

jo en la que recoge expresamente el carácter excepcio-

nal de las medidas cautelares previas –de acuerdo a la 

moderna doctrina procesal– pudiendo adoptarse antes 

que las deudas sean exigibles coactivamente cuando 

por comportamiento del deudor tributario sea indis-

pensable o existan razones que permitan presumir que 

la cobranza podría devenir en infructuosa25.

La Ley Nº 27038 del 31 de diciembre de 1998 reformó 

el artículo 56º del Código Tributario aprobado por el 

Decreto Legislativo Nº 816, conservando el carácter 

excepcional de las medidas cautelares previas cuando 

por comportamiento del deudor tributario sea indis-

pensable o existan razones que permitan presumir que 

la cobranza podría devenir en infructuosa, pero añadió 

expresamente una lista de comportamientos fraudu-

lentos, en donde es permisible las medidas cautelares 

previas antes que la deuda sea exigible coactivamen-

te26.

Posteriormente, el Decreto Legislativo Nº 953 del 05 

de febrero del 2004 modificó el artículo 56º agregando 

más comportamientos fraudulentos justificadores para 

la adopción de medidas cautelares previas27.

Como se ha mostrado de este análisis legislativo recién 

a partir del 21 de abril de 1996, el artículo 56º del Código 

Tributario, aprobado por el Decreto Legislativo Nº 816 

,se establecieron para la adopción excepcional de las 

medidas cautelares previas los supuestos siguientes: 

“cuando por el comportamiento del deudor tributario sea in-

dispensable o existan razones que permitan presumir que la 

cobranza podría devenir en infructuosa”.

24 Texto del artículo 56 del Código Tributario desde Decreto Ley Nº 25859 hasta Decreto Legislativo Nº 773, “La Administración a fin de asegurar el pago de la deuda tributaria , podrá trabar 

embargo preventivo por la suma que baste para satisfacer la deuda” 
25 Artículo 56 del Código Tributario, Decreto Legislativo Nº 816 del 21 de abril de 1996, “Excepcionalmente, cuando por el comportamiento del deudor tributario sea indispensable o, existan 

razones que permitan presumir que la cobranza podría devenir en infructuosa, antes de iniciado el Procedimiento de Cobranza Coactiva, la Administración a fin de asegurar el pago de la 

deuda tributaria y de acuerdo a las normas del presente Código, podrá trabar medidas cautelares por la suma que baste para satisfacer dicha deuda, inclusive cuando esta no sea exigible 

coactivamente. Las medidas señaladas serán sustentadas mediante la correspondiente resolución de Determinación, Resolución de multa, orden de pago o resolución que desestima una 

reclamación; salvo en el supuesto a que se refiere el artículo 58”.    
26 Artículo 56 modificado por el artículo 14 de la Ley Nº 27038 del 31 de diciembre de 1998 agrega: “…. Para estos efectos, se entenderá que el deudor tributario tiene un comportamiento que 

amerita trabar una medida cautelar previa, cuando incurra en cualquiera de los siguientes supuestos:

     a) Presentar declaraciones, comunicaciones o documentos falsos, falsificados o adulterados que reduzcan total o parcialmente la base imponible;

     b) Ocultar total o parcialmente bienes, ingresos, rentas, frutos o productos o consignar pasivos total o parcialmente falsos;

     c) Realizar, ordenar o consentir la realización de actos fraudulentos en los libros o registros de contabilidad u otros libros y registros exigidos por ley, estados contables y declaraciones 

juradas en perjuicio del fisco, tales como: alteración, raspadura o tacha de anotaciones, asientos o constancias hechas en los libros, así como la inscripción de asientos, cuentas, nombres, 

cantidades o datos falsos;

     d) Destruir u ocultar total o parcialmente los libros o registros de contabilidad u otros libros o registros exigidos por las normas tributarias u otros libros o registros exigidos por ley o 

los documentos relacionados con la tributación;

     e) No entregar al acreedor tributario el monto de las retenciones o percepciones de tributos que se hubieren efectuado al vencimiento del plazo que para hacerlo fijen las leyes y regla-

mentos pertinentes;

     f) Obtener exoneraciones tributarias, reintegros o devoluciones de tributos de cualquier naturaleza simulando la existencia de hechos que permitan gozar de tales beneficios;

     g) Utilizar cualquier otro artificio, engaño, astucia, ardid u otro medio fraudulento, para dejar de pagar todo o parte de la deuda tributaria;

     h) Pasar a la condición de no habido;

     i) Haber demostrado una conducta de constante incumplimiento de compromisos de pago;

     j) Ofertar o transferir sus activos, para dejar de pagar todo o parte de la deuda tributaria”. 
27 Artículo 56º sustituido por el Artículo 24º del Decreto Legislativo N° 953 del  05 de febrero de 2004 agregó los siguientes comportamientos: “e) No exhibir y/o no presentar los libros, 

registros y/o documentos que sustenten la contabilidad, y/o que se encuentren relacionados con hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias que hayan sido requeridos en 

forma expresa por la Administración Tributaria, en las oficinas fiscales o ante los funcionarios autorizados, dentro del plazo señalado por la Administración en el requerimiento en el cual 

se hubieran solicitado por primera vez.

Asimismo, no exhibir y/o no presentar, los documentos relacionados con hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias, en las oficinas fiscales o ante los funcionarios autorizados, 

en el caso de aquellos deudores tributarios no obligados a llevar contabilidad.

Para efectos de este inciso no se considerará aquel caso en el que la no exhibición y/o presentación de los libros, registros y/o documentos antes mencionados, se deba a causas no imputables 

al deudor tributario;

     l) No estar inscrito ante la administración tributaria”.

A partir de una lectura de los comportamientos descri-

tos en el artículo 56º del  Código Tributario, pareciera 

que la presencia de conductas con animus nocendi son 

necesarias para la adopción de una medida cautelar; es 

decir, la existencia de un propósito de dañar o perjudi-

car al Fisco a través de dolo, fraude o simulación.

Los supuestos enumerados en el artículo 56º del Código 

Tributario vigente28 presuponen un conocimiento por 

IV.1. Cuando el comportamiento del deudor 
tributario sea indispensable
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parte del deudor tributario de sus obligaciones y una 

conciencia de incumplimiento de estas con el propósi-

to de dejar de pagar los tributos; sin embargo, en esta 

relación de supuestos encontramos enumerados otros 

comportamiento que, a nuestro entender, carecen de 

“animus nocendi”, en tanto los juzgamos como compor-

tamientos negligentes que no tienen necesariamente 

como motivación perjudicar al Fisco mediante el ardid, 

el engaño, astucia o fraude.

como lo ordena la Ley del Procedimiento Administrati-

vo General.

El artículo 146.1 de la Ley del Procedimiento Adminis-

trativo General Nº 27444 exige que la adopción de me-

didas cautelares por la autoridad debe ser fundamen-

talmente motivada y sustentada en juicios suficientes29  

que demuestren su necesidad, adicionalmente a la veri-

ficación de algunos de los comportamientos enumera-

dos en el artículo 56º del Código Tributario.

Sin embargo, el Tribunal Fiscal en las resoluciones 

Nros. 11535-1-2008, 613-7-2009, 5098-1-2008, 3998-1-2008 

ha respaldado a la SUNAT indicado que le resulta su-

ficiente la sola acreditación de alguno de los supues-

tos recogidos en el artículo 56º del Código Tributario a 

efectos de considerar que la medida cautelar ordenada 

por la Administración Tributaria se encuentra arregla-

da a ley “por lo que dicho comportamiento ameritaba la 

adopción de medidas cautelares previas”, sin exigir a 

la Administración Tributaria fundamente la  necesidad 

de la adopción de la medida cautelar en elementos de 

juicio como la falta de solvencia económica, financiera 

o patrimonial del deudor tributario.

El artículo 56º del Código Tributario ha enumerado 

varios comportamientos del contribuyente que de con-

figurarse facultarían a la Administración Tributaria a 

dictar medidas cautelares previas, es decir, se han ob-

jetivizado en la norma tributaria varias conductas del 

contribuyente que de producirse la Administración 

tributaria no tendría que probar la existencia de indi-

cios racionales de que el cobro de la deuda pueda verse 

frustrado o gravemente perjudicado. Es suficiente con 

que se incurra en el comportamiento o conducta tipifi-

cada para poder adoptarse la medida cautelar, ya que 

según el Código se “presume un animus de engañar con 

el propósito de evitar el pago de la deuda tributaria.

Creemos que esta lista de comportamientos que permi-

ten presumir a la Administración la adopción de medi-

das cautelares no la exime de motivar su necesidad tal 

IV.1.1. “Animus nocendi” contra el fisco

28 Artículo 56 del Código Tributario “(...) Para estos efectos, se entenderá que el deudor tributario tiene un comportamiento que amerita trabar una medida cautelar previa, cuando incurra 

en cualquiera de los siguientes supuestos:

     a) Presentar declaraciones, comunicaciones o documentos falsos, falsificados o adulterados que reduzcan total o parcialmente la base imponible.

     b) Ocultar total o parcialmente activos, bienes, ingresos, rentas, frutos o productos, pasivos, gastos o egresos; o consignar activos, bienes, pasivos, gastos o egresos, total o parcialmente 

falsos.

     c) Realizar, ordenar o consentir la realización de actos fraudulentos en los libros o registros de contabilidad u otros libros y registros exigidos por ley, reglamento o Resolución de Super-

intendencia, estados contables, declaraciones juradas e información contenida en soportes magnéticos o de cualquier otra naturaleza en perjuicio del fisco, tales como: alteración, raspadura 

o tacha de anotaciones, asientos o constancias hechas en los libros, así como la inscripción o consignación de asientos, cuentas, nombres, cantidades o datos falsos.

     d) Destruir u ocultar total o parcialmente los libros o registros de contabilidad u otros libros o registros exigidos por las normas tributarias u otros libros o registros exigidos por ley, 

reglamento o Resolución de Superintendencia o los documentos o información contenida en soportes magnéticos u otros medios de almacenamiento de información, relacionados con la 

tributación.

     e) No exhibir y/o no presentar los libros, registros y/o documentos que sustenten la contabilidad, y/o que se encuentren relacionados con hechos susceptibles de generar obligaciones 

tributarias que hayan sido requeridos en forma expresa por la Administración Tributaria, en las oficinas fiscales o ante los funcionarios autorizados, dentro del plazo señalado por la Ad-

ministración en el requerimiento en el cual se hubieran solicitado por primera vez.

     Asimismo, no exhibir y/o no presentar, los documentos relacionados con hechos susceptibles de generar obligaciones tributarias, en las oficinas fiscales o ante los funcionarios autori-

zados, en el caso de aquellos deudores tributarios no obligados a llevar contabilidad.

     Para efectos de este inciso no se considerará aquel caso en el que la no exhibición y/o presentación de los libros, registros y/o documentos antes mencionados, se deba a causas no 

imputables al deudor tributario;

     f) No entregar al acreedor tributario el monto de las retenciones o percepciones de tributos que se hubieren efectuado al vencimiento del plazo que para hacerlo fijen las leyes y regla-

mentos pertinentes;

     g) Obtener exoneraciones tributarias, reintegros o devoluciones de tributos de cualquier naturaleza o cualquier otro beneficio tributario simulando la existencia de hechos que permitan 

gozar de tales beneficios;

     h) Utilizar cualquier otro artificio, engaño, astucia, ardid u otro medio fraudulento, para dejar de pagar todo o parte de la deuda tributaria;

     i) Pasar a la condición de no habido;

     j) Haber demostrado una conducta de constante incumplimiento de compromisos de pago;

     k) Ofertar o transferir sus activos, para dejar de pagar todo o parte de la deuda tributaria;

     l) No estar inscrito ante la administración tributaria”.
29 Artículo 146.1 Ley del Procedimiento Administrativo General Nro. 27444 “Iniciado el procedimiento, la autoridad competente, mediante decisión motivada y con elementos de juicio 

suficientes, puede adoptar, provisoriamente bajo su responsabilidad, las medidas cautelares establecidas en esta Ley u otras disposiciones jurídicas aplicables, mediante decisión funda-

mentada, si hubiera posibilidad de que sin su adopción se arriesga la eficacia de la resolución a emitir”.

IV.1.1.1. Los comportamientos del artículo 56º del 
Código Tributario y el Principio de Presunción de 
Inocencia
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Los comportamientos establecidos en el artículo 56º 

que el Código Tributario enumera, para adoptar medi-

das cautelares previas, son los siguientes: presentar de-

claraciones, comunicaciones falsas o adulteradas que 

reduzcan la base imponible; ocultar activos, ingresos o 

consignar activos, pasivos, gastos falsos; realización de 

actos fraudulentos en los libros y registros contables; 

destrucción u ocultamiento de los mismos; no entregar 

al acreedor tributarios las retenciones o percepciones 

que se hubieran efectuado; obtención de exoneracio-

nes, reintegros o devoluciones simulando hechos; te-

ner condición de no habido; no estar inscrito en los 

padrones de la administración; y en general utilizar 

cualquier otro artificio, engaño, astucia, ardid o medio 

fraudulento para dejar de pagar todo o parte del tribu-

to, violan el Principio de Presunción de Inocencia.

Creemos que el Principio de Presunción de Inocencia30  

exige a la autoridad tributaria  tener en cuenta la cul-

pabilidad como requisito que debe estar acreditado por 

la autoridad tributaria, en el resultado de requerimien-

to, o una resolución firme, para disponer la aplicación 

de la medidas cautelares previas mediante hechos, cir-

cunstancias y factores que comprueben el “animus no-

cendi” en los comportamientos  enumerados; así como 

aceptar como eximentes de responsabilidad aquellas 

circunstancias ajenas a su comportamiento que razo-

nablemente hayan podido influir en su  comisión31.

Tal como se desprende del Informe Nº 096-2006/

SUNAT, si un contribuyente desconoce su calidad de 

tal e incumple con pagar el impuesto correspondiente 

por utilización de servicios prestados por un no domici-

liado, tal hecho, por sí solo, implica un cuestionamiento 

a su calidad de contribuyente y una omisión al pago de 

impuestos, lo cual no involucra, necesariamente, una 

conducta fraudulenta por parte del contribuyente; en 

tal caso, de no comprobarse una conducta fraudulenta 

por parte del contribuyente, no se habrá incurrido en el 

supuesto a que se refiere el inciso h) del artículo 56° del 

TUO del Código Tributario.

Existen otros comportamientos previstos en el artículo 

56º del Código Tributario que  pueden originar exce-

sos de la Administración Tributaria con respecto a la 

adopción de las medidas cautelares previas. Estos son 

los previstos en el inciso j) del artículo 56º del Código 

Tributario: “haber demostrado una conducta de constante 

incumplimiento de compromisos de pago”; e inciso k) del 

mismo cuerpo legal: “ofertar o transferir sus activos para 

dejar de pagar todo o parte de la deuda tributaria”.

Estos incisos del artículo 56º del Código Tributario fa-

cultan a la Administración Tributaria a adoptar medi-

das cautelares previas por existir “una conducta cons-

tante de incumplimientos de compromisos de pago” 

y cuando  “se oferta o transfiere activos para dejar 

de pagar la deuda tributaria”. En nuestra opinión, la 

presunción de inocencia cobra importancia en estos 

supuestos, pues la Administración Tributaria debe me-

rituar y comprobar si hay intencionalidad o “animus 

nocendi” en dichos comportamientos. Por ejemplo, si 

“incumple constantemente los compromisos de pago 

de la deuda tributaria”, comprobando que teniendo los 

recursos disponibles para cubrirlos los usa o los desvía 

para comprar o financiar bienes personales ajenos al 

negocio; o si se “oferta o  transfiere activos” motivado 

por la necesidad de obtener liquidez para la empresa, 

pues “pueden darse supuestos donde el deudor realice 

actos que aparentemente busquen burlar a la Admi-

nistración Tributaria, cuando, realmente, su intención 

sea la contraria, es decir, obtener liquidez para hacer 

frente a su deber constitucional de contribuir al soste-

nimiento de los gastos públicos32.

Por ello, opinamos que la sola configuración de los 

comportamientos previstos en la norma tributaria para 

adoptar una medida cautelar no necesariamente basta 

para concluir que hay intención de evitar o poner en pe-

ligro el pago del tributo y que, por lo tanto, la cobranza 

devenga en inútil, ya que creemos que el Principio de 

Presunción de Inocencia y la obligación de la autoridad 

administrativa de  motivar en juicios suficientes la me-

dida cautelar,  le exige demostrar mediante hechos o 

circunstancias, además de los comportamientos, que la 

cobranza coactiva devendrá en ineficaz.

30 Sobre el Principio de Inocencia en las infracciones tributarias. CHAVEZ GONZALES, Marco. “El Principio de presunción de inocencia y la responsabilidad objetiva por comisión de 

infracciones en el Código Tributario peruano”. Revista Vectigalia Nº 4. PUCP, Lima,  2007.
31 CORCUERA TORRES, A.: Las medidas cautelares, op. cit., p. 83. 
32 Artículo 56º del Código Tributario dice: “Excepcionalmente, cuando por el comportamiento del deudor tributario sea indispensable o, existan razones que permitan presumir que la 

cobranza podría devenir en infructuosa, antes de iniciado el Procedimiento de Cobranza Coactiva, la Administración a fin de asegurar el pago de la deuda tributaria, y de acuerdo a las 

normas del presente Código Tributario, podrá trabar medidas cautelares por la suma que baste para satisfacer dicha deuda”.
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En el artículo 56º del Código Tributario también se in-

cluye otro comportamiento que puede originar abusos 

de la autoridad fiscal por no existir predisposición del 

contribuyente de engañar a la Administración Tributa-

ria. Un ejemplo de este comportamiento es el previsto 

en el inciso e) del artículo 56º del Código Tributario, 

que  señala lo siguiente: “no exhibir y/o no presentar los li-

bros, registros y/o documentos que sustenten la contabilidad 

dentro del plazo señalado por la Administración en el reque-

rimiento en el cual se hubieran solicitado por primera vez”.

Es decir, el retraso en exhibir y/o presentar la docu-

mentación solicitada dentro del plazo establecido en 

el primer requerimiento, según el Código Tributario, 

es un comportamiento que evidencia un “propósito de 

evitar el pago de la deuda tributaria a la Administra-

ción, de hacer infructuosa la cobranza de la deuda tri-

butaria” razón por la cual se exige adoptar una medida 

cautelar previa.

Creemos que este comportamiento no es suficiente 

para justificar por sí solo la aplicación de una medida 

cautelar, ya que no se desprende de ella un “animus no-

cendi” contra la Administración Tributaria que ponga 

en peligro la cobranza de la deuda tributaria. Es decir, 

no existe “periculum in mora”, salvo que se demuestren 

hechos o circunstancias que, relacionados directamen-

te con este comportamiento, evidencien el propósito 

fundado del contribuyente de obstaculizar peligrosa-

mente la determinación del inminente tributo.

Tal como fue expuesto, en la RTF Nº 3740-3-2008, se 

consideró que ameritaba la adopción de una medida 

cautelar previa al amparo del inciso e) del artículo 56º 

del Código Tributario si no se exhibe la información 

sustentatoria completa del Libro Planilla y el Balance 

de Comprobación Analítico, solicitados reiteradamen-

te.

Este supuesto es sumamente amplio, pues da a la Admi-

nistración Tributaria amplias facultades para calificar 

a su criterio cuando podrían existir razones que ameri-

ten la adopción de una medida cautelar previa en tanto 

la norma tributaria no le fija ningún límite.

Estas “razones”, según ha señalado el Tribunal Fiscal, 

no necesariamente provienen del comportamiento del 

deudor tributario, ya que este supuesto se trata como 

uno distinto e independiente a fin de facultar a  la Ad-

ministración Tributaria a trabar medidas cautelares 

previas que aseguren el pago de la deuda tributaria, 

en razón a que el artículo 56º del Código Tributario33 

utiliza la conjunción disyuntiva “o” (que denota dife-

rencia) por lo que las razones que permiten presumir 

que la cobranza podría ser infructuosa, no necesaria-

mente deben provenir del comportamiento del deudor 

tributario34, sino que pueden provenir de causas ajenas 

al mismo que pongan en peligro el pago de la deuda 

tributaria35.

El Tribunal Fiscal agrega que, como la norma tributaria 

mencionada se fundamenta en la finalidad de asegurar 

el pago de la deuda tributaria, amerita trabar medidas 

cautelares previas a causa de: 1) comportamientos atri-

buibles al deudor tributario o 2) razones que no nece-

sariamente provengan del comportamiento del deudor 

tributario como son las situaciones externas o causas 

que no se pueden atribuir directamente y con certeza 

al deudor tributario, tal como sería la subcapitalización 

de personas jurídicas36. 

Creemos que esta interpretación del Tribunal Fiscal 

enfatiza en el fin de asegurar el pago de la deuda tribu-

taria por lo que aprueba que la autoridad fiscal adopte 

medidas cautelares cuando el riesgo de incobrabilidad 

de la deuda tributaria se origine por situaciones ajenas 

o externas al comportamiento del deudor tributario.

Lamentablemente, se ha copiado e interpretado desfi-

guradamente el artículo 81º de la Ley General Tributa-

ria española que señala que: “(...) cuando existan indicios 

racionales de que, en otro caso, dicho cobro se vería frus-

IV.2. Cuando existan razones que permitan 
presumir que la cobranza podría devenir en 
infructuosa

33 RTF Nro. 2308-1-04 y RTF Nro. 5427-1-06.
34 RTF Nro. 223-4-2003.
35 Idem.
36 Artículo 81º de la Ley General Tributaria Española dice: “Para asegurar el cobro de la deuda tributaria, la Administración podrá adoptar medidas cautelares de carácter provisional 

cuando existan indicios racionales de que, en otro caso, dicho cobro se vería frustrado o gravemente dificultado”
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trado o gravemente dificultado”37, el mismo que ha sido 

interpretado por la jurisprudencia del Tribunal Econó-

mico – Administrativo español de la manera siguiente:

Según esta resolución, el Tribunal Económico – Admi-

nistrativo ha interpretado y ordenado a la autoridad 

fiscal española que la expresión “indicios racionales” 

significa justificar las medidas cautelares, no solo por 

el hecho que existan circunstancias externas no atri-

buibles al comportamiento del deudor tributario como 

una escasa estructura empresarial y una deuda tribu-

taria, sino también que el comportamiento del deudor 

tributario haya llevado acciones tendentes a hacer in-

eficaz el cobro de la deuda tributaria, es decir, las ex-

presiones “indicios racionales” o “existan razones” no 

se apartan del comportamiento del deudor tributario.

37 Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 9 de Julio de 2008 (referencia Aranzadi JUR 326466).
38 PALACIOS PAREJA, Enrique. “Reflexiones sobre la caducidad de las medidas cautelares”. En: Revista Ius et Veritas. Año XIV Nro. 29, Año 2004, pag. 25.
39 CHIOVENDA, Giuseppe. Instituciones de derecho procesal civil. Tomo I, pag. 299. Citado por: CASSAGNE, Ezequiel. “Las medidas cautelares contra la Administración”. En: Tratado de 

Derecho Procesal Administrativo. Tomo II, La Ley, Buenos Aires, 2007. Pag 269. 
40 CASSAGNE, Ezequiel. “Las medidas cautelares contra la Administración”. Op. Cit. pag. 269.

En el acuerdo de adopción de medidas caute-

lares de que se trata, no se justifica en modo 

alguno que en caso de no adoptarse tales me-

didas el cobro de las deudas se vería frustra-

do o gravemente dificultado, limitándose a 

justificar las mismas en el elevado importe de 

la deuda tributaria descubierta, la ausencia de 

activos en la empresa suficientes, la existencia 

entre los activos de la empresa de un pagaré 

que dada su volatilidad y liquidez inmediata 

aconsejaban su embargo o aprehensión física 

y finalmente, el carácter de disconformidad 

del acta. Como puede observarse, en modo al-

guno se expone ni se justifica en el acuerdo de 

adopción de medidas cautelares, la necesidad o 

conveniencia de adoptar dichas medidas cau-

telares. Sin embargo, tal justificación es abso-

lutamente necesaria para la procedencia de la 

adopción de dichas medidas, ya que del conte-

nido del artículo 81 LGT se deduce que no basta 

para ello la existencia de unas deudas tributa-

rias e elevado importe o la firma del acta en 

disconformidad, sino que es necesario, además, 

la constancia o la fundada sospecha de que por 

parte del deudor y del declarado responsable se 

han llevado a cabo actos tendentes a impedir 

a la Hacienda Pública el cobro de la deuda 38.

Si bien la doctrina procesal establece requisitos para la 

aplicación de medidas cautelares previas como son la 

verosimilitud del derecho, el peligro en la demora y la 

adecuación39; en el campo tributario no hay norma ex-

presa al respecto porque las medidas cautelares previas 

se adoptan en el marco de las facultades discrecionales 

y extraordinarias  con las que cuenta la Administración 

Tributaria en el procedimiento de recaudación.

Sin embargo, el Tribunal Fiscal en la resolución Nº 

10907-5-2008 ha establecido requisitos mínimos que la 

Administración Tributaria debe considerar para orde-

nar una medida cautelar previa: i) la verosimilitud de 

la deuda tributaria, debiendo acompañarse los medios 

probatorios que correspondan y ii) el peligro irrepara-

ble que conllevaría esperar el fallo definitivo sobre la 

deuda tributaria, para lo cual se deberá demostrar el 

acaecimiento de algunos de los casos a que se refiere 

los incisos a) al l) del artículo 56º del Código Tributario, 

por los cuales el comportamiento del administrado da-

ría mérito a la adopción de la medida, o algún indicio 

que lleve a presumir que la cobranza podría deve¬nir 

en infructuosa.

Pero ¿cabe preguntarse por qué no se consideró como 

requisito mínimo la adecuación o proporcionalidad es-

tricta de la medida cautelar?

Chiovenda afirma que el periculum in mora se trata del 

“temor de un daño jurídico, es decir, la inminencia de 

un posible daño a un derecho o a un posible derecho”39: 

se requiere que sobrevenga un perjuicio o daño inmi-

nente que transformara en tardío el eventual reconoci-

miento del derecho invocado40.

Como opina Chau “la finalidad de estas medidas, como 

su nombre lo indica, es proteger o cautelar el crédito 

tributario, es decir, diluir el riesgo que conlleva el tener 

que esperar que adquieran el carácter de deuda cobra-

ble por la vía coactiva, pues en dicho lapso podría ser 

V. Requisitos para adoptar una medida cautelar 
previa

V.1. El periculum in mora
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que el deudor se quede sin patrimonio”41. 

Creemos que el periculum in mora, en la medida cau-

telar previa, encuentra su base en el “riesgo fundado” 

de que el crédito no sea percibido por el Fisco una vez 

que se inicie la cobranza coactiva, pero si el derecho se 

encuentra a salvo nada justifica que se trabe la medida 

cautelar. Por eso se requiere la existencia de una situa-

ción de peligro o de urgencia, el mismo que constituye 

el presupuesto más importante de la medida cautelar42.

El periculum in mora de las medidas cautelares que 

aseguran el cobro de la deuda tributaria se enmarca 

dentro de lo que CALAMANDREI denomina “peligro 

de infructuosidad”43, y se encuentra recogido en el pri-

mer párrafo del apartado primero del art. 56º del Códi-

go Tributario cuando  dispone que se traben medidas 

cautelares previas  “por el comportamiento del deudor 

tributario sea indispensable, o existan razones que per-

mitan presumir que la cobranza podría devenir en infruc-

tuosa”. Es decir,  situaciones que hagan indispensable 

o permitan presumir  que la deuda no podría hacerse 

efectiva en el procedimiento coactivo.

Como dijimos, el Tribunal Fiscal interpreta que resulta 

suficiente la sola acreditación de alguno de los supues-

tos recogidos en el artículo 56º del Código Tributario, 

a efectos de considerar que la medida cautelar previa 

ordenada por la Administración Tributaria se encuen-

tra arreglada a ley44, sin exigir a la Administración Tri-

butaria justifique la forzosa o indispensable necesidad 

de su adopción por razones de  falta de solvencia eco-

nómica, financiera o patrimonial; ni mucho menos, la 

Administración lo hace limitándose solo a especificar 

la existencia de alguno de los comportamientos enume-

rados en la norma.

Creemos que la Administración Tributaria no solo debe 

acreditar alguno de los comportamientos previstos en 

el artículo 56º del Código Tributario, especificando y 

detallando las circunstancias o hechos que demues-

41 CHAU QUISPE, Lourdes. “Apuntes sobre el privilegio del crédito tributario a propósito del segundo párrafo del artículo 6º del Código Tributario”. Op. Cit. pag.  47
42 PALACIOS PAREJA, Enrique. “Reflexiones sobre la caducidad de las medidas cautelares”. Ob. Cit. pag. 25
43 CALAMANDREI, P.: Introducción al estudio..., op. cit., p. 73,  
44 RTF Nro. 11535-1-2008, 613-7-2009.
45 RTF Nro. 344-4-1997.
46 CALMANDREI, Piero. Introducción al estudio sistemático de las providencias cautelares. Op.Cit. Pag. 40.

V.1.1 Periculum in mora cuando por el comporta-
miento del deudor tributario sea indispensable

tren la existencia de algunos de los comportamientos 

previstos en la norma45  que  hacen “presumir que la 

cobranza podría devenir en infructuosa” y por ende fa-

cultan a la Administración Tributaria a trabar la medi-

da cautelar previa, sino que debe también demostrar 

la indispensable o inevitable necesidad de su adopción.

Calamandrei señala que “no basta que el interés en 

obrar nazca de un estado de peligro y que la providen-

cia invocada por ello tenga por finalidad prevenir un 

daño solamente temido, sino que es preciso, además, 

que, a causa de la inminencia del peligro, la providen-

cia solicitada tenga carácter de urgencia en cuanto sea 

de prever que si la misma se demorase el daño temido 

se transformaría en un daño efectivo, o se agravaría el 

daño ya ocurrido”46.

Cuando el artículo 56º del Código Tributario señala: 

“(…) por el comportamiento del deudor tributario sea 

indispensable” y luego “(…) se entenderá que el deudor 

tributario tiene un comportamiento que amerita trabar 

una medida cautelar previa” creemos que está exigien-

do a la Administración Tributaria como mínimo:

1) Especificar las circunstancias o hechos que 

comprueben la existencia de un “animus no-

cendi” en el comportamiento del deudor tribu-

tario enumerado en la norma tributaria que 

amerita la medida cautelar previa y,

2) Evalúe que se hace indispensable, necesario 

o muy aconsejable trabar la medida cautelar 

preventiva para eliminar o neutralizar el peli-

gro de que la cobranza devenga en inútil.

Afirmamos lo anterior porque, como ha opinado la 

SUNAT en el Informe N° 096-2006/SUNAT respecto a 

las medidas cautelares, “tal hecho, por sí solo, no invo-

lucra, necesariamente, una conducta fraudulenta por 

parte del contribuyente; en tal caso, de no comprobarse 

una conducta fraudulenta por parte del contribuyente, 

no se habrá incurrido en el supuesto a que se refiere 

el inciso h) del artículo 56° del TUO del Código Tribu-

tario”.
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El Tribunal Fiscal ha interpretado este supuesto como 

uno distinto e independiente que justifica la adopción 

de medidas cautelares previas48. Así, la Administración 

Tributaria puede considerar cualquier supuesto siem-

pre que sea razonable y suficiente no necesariamente 

provenientes del comportamiento del deudor tributa-

rio, sino que al ser ajenas al mismo ponen en peligro el 

pago de la deuda tributaria49. 

El Tribunal Fiscal ha confirmado efectivamente en 

reiteradas resoluciones el criterio que es suficiente 

justificar la adopción de medidas cautelares previas 

porque la deuda tributaria excede en total al 25% del 

patrimonio de la quejosa, es decir, por no existir patri-

monio suficiente para cubrir la obligación tributaria o 

el patrimonio neto no supera la deuda tributaria, más 

aún si los  ingresos declarados no garantizan el pago de 

la deuda tributaria50, sin que sea necesario evaluar si 

hubo por parte del deudor tributario actos conducentes 

Asimismo, en una aislada y lúcida resolución el Tri-

bunal Fiscal expresó: “no necesariamente en todos los 

supuestos que la norma enuncia en sus incisos, existen 

razones para presumir que la cobranza podría devenir 

en infructuosa, toda vez que  aunque los mismos se produ-

jeran, también podría ser que la solvencia del deudor tribu-

tario garantice el pago”47.   

Por ello, afirmamos que en los supuestos enumerados 

por el artículo 56º del Código Tributario no amerita 

que el solo comportamiento del deudor tributario jus-

tifique la adopción de una medida cautelar, sino debe 

tomarse en cuenta la predisposición del deudor tribu-

tario y su situación patrimonial, pues si se demuestra 

solvencia suficiente del deudor tributario a pesar de su 

comportamiento, no habría indispensable la necesidad 

de adoptar la medida cautelar, pues la deuda tributaria 

está a salvo, por ende, no existe situación de “peligro de 

pago de la deuda tributaria” o periculum in mora.

47 RTF Nro. 223-4-2003.
48 RTF Nro. 2308-1-2004, 223-4-2003.
49 RTF Nro. 11606-7-2008, 6373-2-2005.
50 RTF Nros. 8815-3-2008, 1004-4-2008, 11606-7-2008, 11535-1-2008.
51 RTF Nro. 5529-4-2008,  040-2-2000, 6373-2-2005.
52 “Para asegurar el cobro de la deuda tributaria, la Administración podrá adoptar medidas cautelares de carácter provisional cuando existan indicios racionales de que, en otro caso, 

dicho cobro se vería frustrado o gravemente dificultado”.
53 Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 9 de Julio de 2008 (referencia Aranzadi JUR 326466).

V.1.2 Periculum In Mora cuando existan razones 
que hagan presumir que la cobranza devendrá 
en improcedente

a poner en peligro el pago de la deuda tributaria51.

En este supuesto, la actuación de la Administración Tri-

butaria apunta a asegurar el cobro presunto de una deu-

da elevada, bastando para ello que el deudor tributario 

no tenga un patrimonio suficiente para hacer frente al 

pago de la deuda tributaria, resultando irrelevante ana-

lizar el comportamiento del deudor tributario.

Creemos que la Administración Tributaria debe justi-

ficar la adopción de las medidas cautelares previas no 

solo porque el patrimonio neto del deudor tributario 

no es suficiente para cubrir la deuda tributaria deter-

minable, sino también porque ha habido conductas del 

deudor tributario que pondrían en peligro el pago de la  

inminente deuda tributaria tal como se interpretó en la 

RTF Nº 86-2-2006 y 3740-3-2008.

Nos ratificamos en lo afirmado porque cuando la nor-

ma dice: “cuando existan razones que hagan presumir que 

la cobranza devendrá en improcedente” introducido por el 

Decreto Legislativo Nº 816 del 21 de abril de 1996, tiene 

un texto similar al artículo 81º de la Ley General Tribu-

taria española que dice “(...) cuando existan indicios ra-

cionales de que, en otro caso, dicho cobro se vería frustrado 

o gravemente dificultado”52 lo cual ha sido interpretado 

por la jurisprudencia del Tribunal Económico – Admi-

nistrativo español en el sentido que “indicios raciona-

les” significa justificar las medidas cautelares, no solo 

por el hecho que existan deudas tributarias elevadas y 

escasa estructura empresarial, sino también en que el 

deudor tributario  haya llevado acciones tendentes a 

hacer ineficaz  el cobro de la deuda tributaria53.

En efecto, admitir que solo por el  escaso patrimonio 

respecto a la elevada deuda tributaria se justifique una 

medida cautelar previa es hacer prevalecer la arbitra-

riedad, la injusticia y la violación de los derechos del 

contribuyente, si el comportamiento de este ha sido 

correcto y las elevadas deudas tributarias se han ori-

ginado por apreciaciones subjetivas y hasta arbitrarias 

por parte de la autoridad tributaria, como pueden ser 
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por ejemplo, el momento en que debe reconocerse un 

ingreso por IGV; el monto del pago a cuenta del Impues-

to a la Renta; el momento de reconocerse un gasto para 

Impuesto a la Renta; considerar que el deudor tributa-

rio no se encuentra dentro de los alcances de una exo-

neración o beneficio tributario; haber  exhibido copias 

simples de los medios de pago selladas por el sectorista 

del Banco que la autoridad tributaria puede verificar; 

por exhibir toda la documentación contable solicitada 

y no los excesivos informes, análisis y cuadros de cálcu-

lo solicitados por la autoridad fiscal, extremos que no 

son aquilatados por el Tribunal Fiscal en la adopción de 

una medida cautelar.

Asimismo, afirmamos que la conjunción disyuntiva “o” 

utilizada en el artículo 56° del Código Tributario no se 

colocó para distinguir dos supuestos distintos e inde-

pendientes en los cuales la Administración Tributaria 

se encuentra facultada a trabar medidas cautelares 

previas, sino que fue para permitir agregar más com-

portamientos a los enumerados en la ley; por ello, es 

preferible el uso de un concepto amplio de “indicios ra-

cionales”, como el caso español, que asegure el cobro 

de la deuda tributaria en caso que la enumeración de 

los comportamientos descritos no fuese suficiente, es 

decir, siempre alrededor del comportamiento del con-

tribuyente y no ajenas a esta.

Creemos que la interpretación del enunciado “existan 

razones que permitan presumir que la cobranza po-

dría devenir en infructuosa” debe consistir en que la 

Administración Tributaria halle justificaciones objeti-

vas, convincentes, seguras y claras que prueben  que 

el deudor tributario ha incurrido en cualquier  acción, 

comportamiento, hecho  o  supuesto relacionado no a 

hechos externos que tienden a impedir el cobro de la 

deuda tributaria  ante la inminente  deuda tributaria 

elevada y escaso patrimonio,  es decir, la suma de estos 

elementos es lo que  permite  fundadamente adoptar la 

medida cautelar previa.

Como comenta Soler, lo que produce la adopción de la 

medida cautelar no es la sospecha acerca del incumpli-

miento del crédito tributario, sino la conducta de omi-

54 SOLER ROCH, M.T.: “Comentarios al artículo 133 de la Ley General Tributaria”. En: Comentarios a las leyes tributarias y financieras. Ley General Tributaria, vol. II, Edersa, Madrid, 1983, 

p. 310.  Citado por: LUQUE MATEO, Miguel Ángel. “Las Medidas  Cautelares para luchar contra el fraude fiscal”. En: Revista Información Fiscal, Nro. 92, Mar-Abr. Ed. Nova, 2009 .pag. 14.
55 CASSAGNE, Ezequiel. “Las medidas cautelares contra la Administración”. Ob. Cit. pag. 268 y 269.
56 INDACOCHEA PREVOST, Úrsula. “La medida cautelar como juicio ponderativo”. Ob. Cit. pag. 220.

sión del deber formal consistente en declarar el ejerci-

cio de una determinada actividad, a partir de la cual 

la Administración tributaria podrá considerar que la 

obligación de pago futura no se va a cumplir54.

Por ello con solidez consideramos que cuando la norma 

tributaria indica “existan razones que permitan pre-

sumir que la cobranza podría devenir en infructuosa” 

para justificar una medida cautelar, no debe interpre-

tarse que el artículo solo se refiere a causas o razones 

ajenas o externas al comportamiento del deudor tri-

butario, sino también a razones atribuibles al deudor 

tributario como comportamientos o conductas de este 

no enumerados por la norma tributaria conducentes a 

poner en peligro el cobro de la deuda tributaria.

Sin embargo, si se demuestra solvencia suficiente del 

deudor tributario mediante su flujo de caja o cualquier 

otra documentación que demuestre poder cubrir sus 

obligaciones con terceros y el fisco, a pesar de su esca-

so patrimonio, no hay forzosa o inevitable necesidad de 

adoptar la medida cautelar tal como lo señalo la RTF Nº 

339-2-99 y 11606-7-2008.

V.2 Verosimilitud de la deuda tributaria

Este presupuesto requiere la apariencia del buen dere-

cho o “fumus boni iuris”, no la certeza del derecho, es 

decir, la posibilidad de que el derecho exista y no una 

incontrastable realidad55. 

Debido al carácter instrumental de la medida cautelar, 

el requisito de la verosimilitud del derecho invocado es 

fundamental para el otorgamiento por parte del juzga-

dor de la medida cautelar, pues mientras mayor sea la 

verosimilitud del derecho invocado por el demandan-

te, mayor sería la satisfacción que se obtendría con la 

adopción de la medida; y menores las posibilidades  de 

causarle un daño final al demandado56.

Como indica Palacios: “el juez debe tan solo presumir que 

la demanda tendrá éxito como consecuencia de la apariencia 

del derecho invocado, no es arbitrario, se sustenta en una 

ponderación judicial que se basa en la apariencia que mues-
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tran los argumentos y las pruebas ofrecidas, no en la certeza 

o convicción”57.

¿Quién meritúa la verosimilitud del derecho invocado, 

en la adopción de medidas cautelares previas, previsto 

en el Código Tributario?.

En la práctica es la misma autoridad tributaria, pues 

no hay diferencia entre la parte que lo solicita y quien 

ha de resolver y dictarla,  es decir, es la convicción del 

mismo órgano administrativo que determina la verosi-

militud del derecho invocado y, por ende, la adopción 

de la medida cautelar previa.

La verosimilitud de la deuda tributaria puede acredi-

tarse mediante la notificación de un acto administra-

tivo definitivo que cuantifique la deuda tributaria, 

como pueden ser resoluciones de determinación, reso-

luciones de multa, órdenes de pago, resoluciones que 

desestiman reclamaciones no exigibles coactivamente 

conforme al artículo 56º del Código Tributario o me-

diante actos administrativos previos que cuantifiquen 

uno definitivo, como los resultados de requerimientos 

definitivos debidamente fundamentados y documenta-

dos en un proceso de fiscalización o verificación según 

el artículo 58º del Código Tributario.

Respecto a este segundo supuesto, el artículo 58º del 

Código Tributario autoriza excepcionalmente a la Ad-

ministración Tributaria adoptar las medidas cautelares 

necesarias para garantizar la deuda tributaria cuando 

el proceso de “fiscalización” o “verificación” lo ameri-

te, aún cuando no exista Resolución de Determinación, 

Resolución de Multa u Orden de Pago de la deuda tribu-

taria; por lo que en estos casos el Resultado de Reque-

rimiento, acompañado de los medios probatorios, per-

miten tener una verosimilitud de la deuda tributaria.

El Tribunal Fiscal ha establecido como criterio que la 

verosimilitud de la deuda tributaria, en un proceso de 

fiscalización, requiere “haberse comunicado los resul-

57 PALACIOS PAREJA, Enrique. “Reflexiones sobre la caducidad de las medidas cautelares”. Ob. Cit. pag. 25
58 RTF Nro. 10907-5-2008.
59 Respecto a los Resultados de Requerimiento el inciso b) del  artículo 4 del Reglamento de Fiscalización de SUNAT Decreto Supremo Nº 085-2007-EF (29.06.2009) señala: “Comunicar, de ser 

el caso, las conclusiones del Procedimiento de Fiscalización indicando las observaciones formuladas e infracciones detectadas en éste, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 75º del Código 

Tributario”; y  el  artículo 6º del referido Reglamento establece “notificarle los resultados de la evaluación efectuada a los descargos que hubiera presentado respecto de las observaciones 

formuladas e infracciones imputadas durante el transcurso del Procedimiento de Fiscalización”.  
60 LUQUE MATEO, Miguel Ángel. “Las medidas cautelares para luchar contra el fraude fiscal”.Ob. Cit.  Pag. 22
61 RTF Nro. 10907-5-2008.
62 MONROY PALACIOS, Juan.  Bases para la Formación de una Teoría Cautelar. Ed. Comunidad, Lima: 2002. pag. 189

tados del requerimiento del procedimiento de fiscali-

zación o verificación, esto es, el cierre del Resultado del 

requerimiento en el cual se consignan los reparos, la cuanti-

ficación de la deuda por tributo y períodos que corresponden  

acompañado de los  medios  probatorios”58.

Consideramos que el resultado de requerimiento59 ase-

gura la apariencia de buen derecho, por contener las 

observaciones realizadas y detalle de los montos de las 

deudas tributarias y periodos tributarios que corres-

ponden, sumado a los medios probatorios; de lo con-

trario la medida provisional aparecería revestida de un 

contenido sancionador y trasgresor de la presunción de 

inocencia.

En el mismo sentido Luque opina que “la exigencia de 

propuesta de liquidación, debidamente motivada y no-

tificada al interesado, otorgándole un plazo de audien-

cia previa, garantizaría la presencia del fumus boni iu-

ris en la adopción de estas medidas cautelares previas 

a la liquidación”60.

Creemos que a fin de adoptar una medida cautelar pre-

via antes que la deuda tributaria sea exigible coacti-

vamente, la apariencia de verdadera deuda tributaria 

viene dada por los actos administrativos definitivos 

de la deuda tributaria (Resolución de Determinación, 

Resolución de Multa u Orden de Pago); o por actos ad-

ministrativos previos (como el cierre de resultado de 

requerimiento) que cuantifiquen un inminente acto 

administrativo definitivo  acompañados de los medios 

probatorios.

¿Por qué el Tribunal Fiscal61 no considera como requi-

sito mínimo la adecuación o proporcionalidad estricta 

para la adopción de la medida cautelar?  Modernamen-

te se considera como un presupuesto adicional para la 

adopción de medidas cautelares: la adecuación.62 El 

solicitante tiene derecho a que se conceda una medida 

cautelar que asegure la eficacia de la sentencia, adecua-

V.3 Adecuación
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da o apta para alcanzar el objeto pretendido63.

La adecuación consiste en el análisis de congruencia 

y proporcionalidad que debe existir entre el pedido 

cautelar y la situación jurídica o fáctica que es objeto 

de aseguración64, pues el debido cumplimiento de este 

presupuesto impedirá que se haga un uso abusivo de 

las medidas cautelares 

El elemento de congruencia se refiere “(...) a la corre-

lación lógica que necesariamente deberá establecerse 

entre la cautelar concedida y el objeto de la tutela (...)65” 

esto alude a un principio de adecuación cualitativa; y el 

elemento de proporcionalidad es definida como “la co-

rrelación necesaria que debe existir entre la medida otorgada 

y el objeto que está busca asegurar(...)”66 es decir, es la ade-

cuación cuantitativa de la medida cautelar cuyo monto 

cubra la suma que aproximadamente se deberá pagar.

Rivas 67, refiriéndose al Principio de Adecuación, seña-

la que la medida cautelar debe encontrar la adecuada 

correlación entre la naturaleza del derecho en juego y 

el objetivo de cumplimiento del fallo, de lo contrario no 

podrá ser dispuesta por la autoridad.

Para Priori68, una correcta evaluación en torno a la 

adecuación garantiza dos cosas: (i) que quien pretende 

algo en el proceso obtenga aquel medio que requiere 

para garantizar realmente su pretensión; y, (ii) que el 

demandado no sufra en magnitud mayor a lo necesario 

para lograr la finalidad de las medias cautelares, con 

ello se evita simultáneamente la desprotección del pre-

tendiente y el abuso contra el afectado.

En el Derecho Administrativo, el numeral 2 del artículo 

236º de la Ley de Procedimiento Administrativo Gene-

ral, Ley N° 27444, ordena a la autoridad administrativa 

que “las medidas que se adopten deberán ajustarse a 

la intensidad, proporcionalidad y necesidades de los 

objetivos que se pretende garantizar en cada supuesto 

concreto”.

63 ARANGUENA FANEGO, Coral. Teoría de las medidas cautelares reales en el proceso penal español. Barcelona: Bosch, 1993, pag. 125. Citado por: PALACIOS PAREJA, Enrique. “Reflexiones 

sobre la caducidad de las medidas cautelares”. Ob. Cit. pag. 25.
64 PRIORI POSADA, Giovanni. La Tutela Cautelar su configuración como derecho constitucional. Editorial ARA Editores E.I.R.L.: Lima, 2006, p. 87.
65 MONROY PALACIOS, Juan.  Ob. Cit. pag. 189.
66 Idem.
67 RIVAS, Adolfo. Las medidas cautelares en el Derecho peruano. Jurista Editores: Lima, 2005, pag. 56. 
68 PRIORI POSADA, Giovanni. La Tutela Cautelar su configuración como derecho constitucional. Op. Cit. pag. 88 y 89.
69 INDACOCHEA, Úrsula. Op. Cit. pag. 220.
70 ORTIZ ORTIZ, Rafael. “Las medidas cautelares en lo contencioso tributario y su proyectada reforma legal”. En:  Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad 

Central de Venezuela. Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas: Caracas, 120 (2001). Pag. 204. 

Precisamente, la proporcionalidad de la decisión con-

tenida en la medida cautelar establece “una relación de 

equilibrio razonable”69 entre la eficacia que la deuda 

tributaria sea cobrada y los perjuicios causados al afec-

tado.

El artículo 56º del Código Tributario dispone que “(...)la 

Administración a fin de asegurar el pago de la deuda tributa-

ria y de acuerdo a las normas del presente Código Tributario, 

podrá trabar medidas cautelares por la suma que baste para 

satisfacer dicha deuda, inclusive cuando esta no sea exigible 

coactivamente”.

A su vez, el artículo 58º del mismo cuerpo legal seña-

la “(...) la Administración Tributaria, bajo responsabi-

lidad, trabará las necesarias para garantizar la deuda 

tributaria, aún cuando no hubiese emitido la Resolu-

ción de Determinación, Resolución de Multa u Orden 

de Pago de la deuda tributaria”.

Como apreciamos, el Principio de Proporcionalidad, 

que deriva del Principio de Adecuación, ha sido recogi-

do en las citadas normas tributarias, esto es, el Ejecutor 

Coactivo, al adoptar  la  medida cautelar, debe evaluar 

y merituar cuales son necesarias atendiendo a su corre-

lación y proporcionalidad cuantitativa respecto al obje-

tivo de asegurar el pago de la deuda tributaria.

El análisis de proporcionalidad entre la medida que se 

traba y el fin que se persigue no solo sirve para garan-

tizar la efectividad del pago de la deuda tributaria, sino 

también la no aplicación de medidas cautelares despro-

porcionadas o excesivas que puedan producir un per-

juicio de difícil o imposible reparación al asegurar en 

exceso una aproximada deuda.

Como señala Ortiz, “las medidas cautelares per se com-

portan una injerencia coactiva en la esfera jurídica de 

los administrados y constituyen una situación de por si 

gravosa”70. 
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En la práctica, la Administración Tributaria ordena 

contra los deudores tributarios la aplicación conjunta 

de dos o más medidas cautelares previas como son los 

embargos en forma de retención a terceros y, además, 

la retención bancaria. Tambien se encuentra el em-

bargo en forma de retención, asi como el depósito sin 

extracción de bienes, entre otros. Lo expuesto termina 

por asegurar el doble o más del triple del monto de la 

aproximada deuda tributaria materia de tutela.

Sin embargo, estas medidas cautelares adoptadas en 

conjunto no han recibido un control de “adecuación” o 

“proporcionalidad” del Tribunal Fiscal sino, más bien, 

justificándolas según las resoluciones Nros. 921-5-2010 

y 3740-3-2008, por tratarse de medidas cautelares pre-

vias de distinta modalidad o por ser dirigidas a agen-

tes retensores diferentes; adicionalmente, argumentan 

que su finalidad es solo asegurar el cobro de la deuda 

tributaria, pero que, al no ser efectivamente trabadas 

por ser previas al procedimiento de cobranza coactiva, 

no superan el doble del monto de la deuda tributaria.

Creemos que el Tribunal Fiscal debe revisar su crite-

rio toda vez que las medidas cautelares adoptadas en 

conjunto son gravosas y empeoran la situación y va-

lor económico del contribuyente desmereciendo asi el 

principio de adecuación o proporcionalidad estricta, 

pues, a pesar de tratarse de medidas previas al procedi-

miento de cobranza coactiva, en la práctica sus efectos 

son equiparables por su injerencia en el patrimonio del 

contribuyente y agravamiento directo e irrazonable de 

su situación económica.

El justificante criterio formalista del Tribunal Fiscal, 

anclado en explicaciones como medidas cautelares de 

distinta modalidad o agentes retensores diferentes, 

debe ser sustituido por un concepto sensato de  no apli-

car medidas cautelares conjuntas porque en la práctica 

resultan desproporcionadas e inadecuadas respecto a 

la aproximada deuda tributaria a asegurar.

Por ello, afirmamos que para la adopción de medidas 

cautelares previas, si bien resultan necesarias para 

tutelar y proteger la cobrabilidad del crédito fiscal, la 

autoridad tributaria no debe desatender el punto de 

equilibrio que la adecuación cuantitativa y la propor-

cionalidad estricta ofrece para que las medidas caute-

lares solo basten para asegurar la deuda y no deriven 

en una situación de agravamiento irrazonable del valor 

económico del contribuyente.


